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1. 
Norma acusada

LEY 1453 DE 2011

(Junio 24)

Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de la Infancia y la adolescencia, las reglas sobre extinción del dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad

ARTÍCULO 44. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo del siguiente tenor: 

Artículo 353A. Obstrucción a vías públicas que afecten el orden público. El que por medios ilícitos incite, dirija, constriña o proporcione los medios para obstaculizar de manera temporal o permanente, selectiva o general, las vías o la infraestructura de transporte de tal manera que atente contra la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo, incurrirá en prisión de veinticuatro (24) a cuarenta y ocho meses (48) y multa de trece (13) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes y pérdida de inhabilidad de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena de prisión. 

PARÁGRAFO. Se excluyen del presente artículo las movilizaciones realizadas con permiso de la autoridad competente en el marco del artículo 37 de la Constitución Política. 

ARTÍCULO 45. Modifíquese el artículo 353 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 353. Perturbación en servicio de transporte público, colectivo u oficial. El que por cualquier medio ilícito imposibilite la circulación o dañe nave, aeronave, vehículo o medio motorizado destinados al transporte público, colectivo o vehículo oficial, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 44 de la Ley 1453 de 2011,“Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de la Infancia y la adolescencia, las reglas sobre extinción del dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad”.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “imposibilite la circulación” del artículo 45 de la Ley 1453 de 2011,“Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de la Infancia y la adolescencia, las reglas sobre extinción del dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad”.

2.   Decisión
Declarar EXEQUIBLES los artículos 44 y 45 (parcial) de la Ley 1453 de 2011, por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad,  por los cargos y razones estudiadas en la presente sentencia. 
3.        Síntesis de los fundamentos de la decisión
La Corte determinó que los tipos penales contenidos en los artículos 44 y 45 de la Ley 1453 no desconocen el principio de legalidad en sentido estricto o de tipicidad penal. Si bien se trata de tipos penales que se refieren a acciones complejas, los textos normativos no conllevan un grado de dificultad insuperable para ser comprendidos, obedecidos y aplicados. 
Específicamente, precisó que las expresiones ‘medios ilícitos’, contempladas en el artículo 44 de la Ley 1453 de 2011, hacen referencia a acciones que no están determinadas de forma precisa y exacta en la norma acusada, pero que pueden ser determinables. Solo aquellos medios que estén contemplados como contrarios a derecho en una ley formal y material, pueden ser tenidos como tales. Establecer cuáles medios son ilícitos y, por tanto, cuáles son las acciones tipificadas, es algo que sí puede ser hecho por las personas destinatarias de los artículos en cuestión. Es un parámetro que sí puede ser conocido previamente y que surge de la ley. Los demás aspectos de la norma y del tipo son igualmente identificables y discernibles.
Observó que el artículo 45 de la Ley 1453 de 2011, por su parte, penaliza al que ‘por cualquier medio ilícito imposibilite la circulación’. Se trata de dos condiciones que permiten identificar las graves acciones en que se debe incurrir para cometer el delito. Por una parte, imposibilitar la circulación, es decir, hacer imposible la circulación. Tal como lo indicó el Ministerio Público en su intervención, se trata de una acción drástica o definitiva. Imposibilitar la circulación no implica simplemente obstaculizarla, dificultarla o demorarla. Adicionalmente, la acción en cuestión (imposibilitar la circulación), debe ser realizada por un medio ilícito, pues de lo contrario no se entenderá tipificada.     
La Corte resaltó que la Constitución Política no protege las manifestaciones violentas, como un derecho constitucional fundamental. Sólo tienen tal condición las reuniones y manifestaciones públicas que sean pacíficas, tal como lo señala el artículo 37 de la Carta. El tipo penal contemplado en el artículo 44 de la Ley acusada no pone en riesgo las manifestaciones pacíficas. De hecho, las excluye de su ámbito de aplicación, tal como se establece en el parágrafo de la norma, al indicar que las movilizaciones realizadas en el marco del orden constitucional vigente (concretamente, el artículo 37 de la Constitución Política) no son objeto de reproche penal.  Cuando se recurre a medios ilícitos que conllevan violencia, se está ante una manifestación no pacífica.
La evaluación de constitucionalidad de los tipos penales acusados en modo alguno consiste en una evaluación de técnica legislativa o de la calidad de las normas. Es una evaluación a la luz de los parámetros de constitucionalidad; en este caso, a la luz del principio de legalidad en relación con la tipicidad penal.  La Corte limitó el estudio de las normas al cargo analizado, por lo que no se pronuncia sobre otras cuestiones tales como la razonabilidad o proporcionalidad. 
La Corte Constitucional adoptó la presente decisión (declarar exequibles las normas acusadas por los cargos y razones analizadas), teniendo en cuenta que la aplicación de dichas disposiciones legales, bajo el orden constitucional vigente, debe hacerse:  (i) de acuerdo con una interpretación estricta y literal, no analógica ni amplificada; y  (ii) de acuerdo con los parámetros específicos y exactos que se establecen en el orden legal vigente (los elementos del tipo penal no pueden ser establecidos con base en interpretaciones de funcionarios judiciales o reglamentaciones administrativas). 
4.
Salvamentos de voto

Los magistrados Jorge Iván Palacio Palacio y Luis Ernesto Vargas Silva se apartaron de la decisión anterior. A su juicio, la Corte ha debido declarar la inexequibilidad de los artículos 44 y 45 (parcial) de la Ley 1453 de 2011 por cuanto las normas no cumplen con el parámetro de estricta legalidad y el test estricto de proporcionalidad. En su sentir, la protesta tiene un vínculo estrecho e incuestionable con los derechos a la libertad de expresión y a la reunión pacífica. A partir de ello señala que la movilización popular tiene una importancia vital sobre la materialización del ideal democrático. La protesta permite el cumplimiento de los valores adscritos a la soberanía popular y asegura la existencia y goce de los demás derechos fundamentales. Dada la complejidad y conflictividad existente, afirma que la protesta se ha constituido en la válvula de escape que encuentran diversos sectores vulnerables de la población para dar visibilidad a los reclamos que se relacionan con la violación de sus garantías básicas. En esa medida, indicaron que la respuesta de la sociedad y el Estado deben traducirse en términos de supertolerancia hacia la crítica y el reconocimiento de derechos. Debe considerarse que impedir la movilización popular constituye el comienzo de la mutación del modelo político hacia una tiranía.

Observaron que, para evitar que la protesta legítima termine en hechos violentos que desconozcan derechos fundamentales, el Gobierno dispone de múltiples herramientas administrativas. Las autoridades cuentan con los poderes de policía que son suficientes para controlar los excesos en el disfrute de este derecho. La poca efectividad que pudieran tener esas facultades tampoco podría llevar ni justificar la criminalización genérica de la protesta. Previene, citando al relator de las Naciones Unidas sobre la Libertad de Opinión y Expresión, que toda restricción de este derecho solo puede estar enmarcada de manera puntual en lo dispuesto en los artículos 19 y 20 del PIDCP, esto es, el respeto a los derechos de los demás, la seguridad nacional, el orden público, la salud y por el rechazo a la apología del odio y los hechos violentos. Aseguraron que el tipo penal ambiguo o indeterminado favorece interpretaciones judiciales extensivas que terminan por criminalizar comportamientos que no ameritan tratamiento penal. Es irrefutable que las disposiciones demandadas no cumplen con la rigurosidad que se debe exigir al legislador, en tanto son vagas y no logran ser ciertas, claras ni precisas. No se determina qué constituye un medio ilícito, quién calificaría ese estatus y tampoco se define en qué eventos se atentaría contra valores como la salud, el medio ambiente o el trabajo. Por tanto, encuentran que los artículos contienen una textura abierta en extremo que impide determinar claramente los elementos estructurales del tipo penal y si se trata de conductas de medio o resultado. Tampoco superaban el juicio estricto de proporcionalidad ya que las medidas legislativas adoptadas no resultaban necesarias, adecuadas ni proporcionales, atendiendo que la indefinición de los tipos penales generaría arbitrariedad y el castigo de circunstancias legítimas del ejercicio de la protesta.

Los magistrados Palacio Palacio y Vargas Silva consideraron necesario advertir que los excesos que engendren graves violaciones de otros derechos fundamentales sí pueden ser incluidos como hechos punibles. Sin embargo, la naturaleza del derecho conllevaba que el legislador comprobara rigurosamente que los bienes jurídicos que se pretende proteger no pueden ser cobijados por otros tipos penales como el daño en bien ajeno, daño en los recursos naturales, las lesiones personales, el concierto para delinquir. Concluyeron que la decisión de la mayoría constituye un retroceso lamentable en materia de disfrute y protección de los derechos fundamentales, así como un obstáculo infundado para la efectiva participación democrática y el ejercicio del poder por la población invisible. Como en el frente nacional, se ha dado un paso peligrosista hacia la represión y exclusión de las manifestaciones más genuinas de los sectores más frágiles de nuestra sociedad, que no tienen sino en la protesta la posibilidad de influir en la opinión y en la agenda pública. En estos términos dejaron sentada su disconformidad con la presente providencia.

Por su parte, el magistrado Alexei Julio Estrada manifestó su salvamento de voto parcial, por cuanto, si bien está de acuerdo con la exequibilidad declarada del artículo 45 de la Ley 1453 de 2011, considera que el artículo 44 de la Ley 1453 de 2011, mediante el cual se introduce un nuevo tipo penal denominado “Obstrucción a vías públicas que afecten el orden público”,  vulnera el principio de legalidad establecido por el artículo 29 constitucional como una garantía constitutiva del derecho al debido proceso en materia penal. En efecto, el precepto finalmente declarado exequible carece de los requisitos señalados reiteradamente por la jurisprudencia constitucional cuando se trata de tipificar conductas sancionadas penalmente pues es poco preciso respecto de la conducta tipificada, ambiguo e indeterminado respecto de otros elementos constitutivos del delito, razón por la cual da lugar a serios problemas en su interpretación y aplicación por parte de las autoridades judiciales competentes, circunstancias que a su juicio debieron motivar su declaratoria de inexequibilidad.

